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las desapariciones forzadas, aprobada por el Grupo 
de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas  
o Involuntarias en su 98º período de sesiones 
(31 de octubre a 9 de noviembre de 2012) 

  Preámbulo 

 La igualdad y la no discriminación son los cimientos del sistema internacional de 
derechos humanos. La prevención y la eliminación efectivas de las desapariciones forzadas 
requieren que los Estados aprueben leyes, políticas y prácticas basadas en esos principios. 
En particular, la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer son instrumentos 
esenciales para hacer frente a la situación que padecen las mujeres víctimas de 
desapariciones forzadas. La perspectiva de género es crucial para explicar, comprender y 
hacer frente a las singulares desventajas y obstáculos con que se topan las mujeres en el 
ejercicio de sus derechos humanos y para esbozar posibles soluciones a esos problemas. 

 La aplicación del principio de la igualdad de género requiere comprender 
plenamente las diferentes funciones y expectativas de cada género para superar 
efectivamente las dificultades que obstaculizan el logro de la igualdad de género y el pleno 
disfrute de los derechos de la mujer. El Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias observa que las mujeres y las niñas son víctimas de las 
desapariciones forzadas en cuanto que personas desaparecidas, en cuanto que familiares de 
desaparecidos o en cuanto que cualquier otra persona que sufre un perjuicio como 
consecuencia de una desaparición forzada. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra 
que las mujeres y las niñas viven y enfrentan los efectos de las desapariciones forzadas de 
diferentes maneras a causa de roles de género profundamente arraigados en la historia, la 
tradición, la religión y la cultura. 

 Debería incorporarse una perspectiva de género en todas las medidas, ya sean de 
índole legislativa, administrativa, judicial o de otro tipo, que tomen los Estados para 
abordar la cuestión de las desapariciones forzadas. La igualdad de género en la esfera de las 
desapariciones forzadas requiere en primer lugar que todas las personas  
—independientemente de su sexo o género— gocen sin discriminación alguna de los 
derechos consagrados en la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas (en adelante, la "Declaración"). 
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 El Grupo de Trabajo observa que el papel de la mujer es fundamental para asegurar 
y promover los derechos de las personas desaparecidas. En particular, basándose en su 
experiencia, el Grupo de Trabajo observa que las mujeres suelen estar a la vanguardia de la 
lucha contra las desapariciones forzadas. Con frecuencia crean organizaciones y 
asociaciones para determinar las circunstancias de las desapariciones forzadas y la suerte 
corrida por las personas desaparecidas, así como para ayudar a las propias víctimas.  

 El Grupo de Trabajo recuerda que el Consejo de Derechos Humanos, en su 
resolución 7/12, solicitó al Grupo de Trabajo que aplicara una perspectiva de género en su 
labor, en particular al recopilar la información y al formular recomendaciones.  

 El Grupo de Trabajo aprueba la presente observación general para explicar y 
facilitar la plena aplicación de las disposiciones de la Declaración desde la perspectiva de la 
igualdad de género.  

  Observación general 

1. La Declaración articula las obligaciones de los Estados con respecto a la prevención 
y eliminación de las desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo se basa en ese 
instrumento cuando ayuda a los Estados a superar los obstáculos en la aplicación de las 
disposiciones de la Declaración. Aunque la Declaración no contiene expresamente un 
principio de no discriminación y/o un principio de igualdad de género, muchos otros 
instrumentos y documentos internacionales obligan a los Estados a respetar esos principios. 
La Declaración forma parte integrante del corpus iuris internacional de derechos humanos 
que se basa en el principio fundamental de igualdad y no discriminación; su artículo 21 
establece claramente que "las disposiciones de la presente Declaración son sin perjuicio de 
las disposiciones enunciadas en la Declaración Universal de Derechos Humanos o en 
cualquier otro instrumento internacional y no deberán interpretarse como una restricción o 
derogación de cualquiera de esas disposiciones".  

2. El Grupo de Trabajo recuerda la obligación de los Estados, definida en la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 
adoptar medidas para eliminar "toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera".  

  Violencia de género y desapariciones forzadas de mujeres 

3. Cuando una mujer es víctima de una desaparición forzada por ser mujer, también es 
víctima de violencia de género. La violencia de género es tanto una causa como una 
consecuencia de la discriminación contra la mujer. Ningún acto de violencia de género, 
incluidas las desapariciones forzadas de mujeres, admite justificación y los Estados 
deberían adoptar medidas efectivas para prevenir esas violaciones. Los Estados están 
obligados a respetar, proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos, 
incluido el derecho de las mujeres a no ser objeto de discriminación y violencia. El 
incumplimiento de esa obligación provoca y exacerba la violencia contra la mujer.  

  Mujeres víctimas de desapariciones forzadas 

4. Las mujeres son víctimas de desapariciones forzadas. Aunque las estadísticas 
muestran que la mayoría de las personas desaparecidas son hombres, el Grupo de Trabajo 
tiene también en sus archivos casos de mujeres desaparecidas. Además, las mujeres 
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familiares de hombres desaparecidos también se consideran víctimas de desapariciones 
forzadas.  

5. Los Estados deben reconocer a las mujeres desaparecidas y los perjuicios 
particulares que sufren a causa de su género, como los casos de violencia sexual y 
embarazo forzado, así como el daño psicológico y la estigmatización social resultantes, 
además del quebrantamiento de las estructuras familiares.  

6. En algunos países, las mujeres de grupos minoritarios y las mujeres afectadas por la 
pobreza y las desigualdades sociales son especialmente vulnerables y están particularmente 
expuestas a las desapariciones forzadas. Las necesidades específicas de esas mujeres se 
añaden a las obligaciones del Estado de protegerlas comprendiendo y prestando especial 
atención a esas necesidades. 

7. El Grupo de Trabajo es consciente de que las mujeres se encuentran en una situación 
de especial vulnerabilidad durante los conflictos, cuando muchas de ellas son atacadas 
deliberadamente y son víctimas de desaparición forzada o de otras formas de violencia de 
género.  

8. De manera desproporcionada, las mujeres víctimas de desaparición forzada son 
objeto de violencia sexual y están expuestas a sufrimientos y humillaciones. Debido a sus 
características biológicas, en particular su capacidad de reproducción, las mujeres víctimas 
de desaparición forzada suelen emplearse como herramienta o instrumento para alcanzar 
objetivos específicos. Su cuerpo es utilizado como parte de una estrategia de control social. 
De acuerdo con la experiencia del Grupo de Trabajo, en particular los testimonios de 
muchas testigos y sobrevivientes, las mujeres que son víctimas de desaparición forzada son 
objeto de actos de violencia de género, por ejemplo violencia física y sexual, incluida la 
violación, que pueden considerarse tortura, o de amenazas de sufrir esos daños.  

9. Las mujeres víctimas de desaparición forzada son doblemente víctimas en las 
situaciones en que los abusos sexuales dan lugar a embarazos no deseados o cuando ya 
estaban embarazadas antes de la desaparición forzada. Esas situaciones exponen a las 
mujeres al trauma adicional que supone temer por su salud y por la posibilidad de dar a luz 
en unas circunstancias tan inhumanas y que, en muchos casos, pueden provocar la pérdida 
del hijo a manos de agentes del Estado. El Grupo de Trabajo observa que los Estados tienen 
la obligación de establecer medidas especiales de protección para las mujeres embarazadas 
que se encuentran recluidas.  

10.  Los Estados deben garantizar también la plena protección de los niños nacidos 
durante la desaparición forzada de su madre. Deben asegurar la inscripción inmediata del 
nacimiento, lo cual garantizará la verdadera identidad del niño, e informar a los familiares 
y/o a las personas legítimamente interesadas por conducto de las instituciones públicas 
competentes.  

11. Con frecuencia, las madres de las personas desaparecidas son estigmatizadas 
socialmente al culpárselas de no cuidar adecuadamente de sus hijos desaparecidos. Ello 
puede provocar el rechazo tanto de la comunidad como de la familia, y causar graves 
traumas psicológicos y emocionales a las madres. 

12. La victimización de los familiares es aún mayor cuando el desaparecido es un 
hombre, como suele ser habitual, que encabezaba su familia. En esos casos, la desaparición 
forzada del hombre convierte a toda la familia en víctima de la desaparición forzada. Al 
quebrantarse la estructura de la familia, la mujer se ve perjudicada económica, social y 
psicológicamente. La conmoción emocional se ve agravada por las privaciones materiales, 
agudizadas por los gastos realizados si la mujer decide emprender la búsqueda del ser 
querido. Además, la mujer no sabe cuándo regresará el ser querido, o siquiera si regresará 
algún día, lo que dificulta su adaptación a la nueva situación. En algunos casos, la 
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legislación nacional impide cobrar una pensión o recibir otros medios de apoyo si no se 
dispone de un certificado de defunción. Por lo tanto, la marginación económica y social es 
un resultado frecuente de las desapariciones forzadas. En esas circunstancias, se vulneran 
varios derechos económicos, sociales y culturales consagrados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y en otros instrumentos, como los derechos a la salud, la educación, 
la seguridad social, la propiedad y la vida familiar.  

  Obligaciones de los Estados 

13.  Los artículos 2 y 3 de la Declaración establecen que ningún Estado cometerá, 
autorizará ni tolerará las desapariciones forzadas, y que los Estados contribuirán por todos 
los medios a prevenir y a eliminar las desapariciones forzadas.  

14. A fin de prevenir y responder a todas las formas de violencia de género, incluida la 
relacionada con las desapariciones forzadas, los Estados deberían elaborar programas y 
procedimientos nacionales basados en un enfoque integral y multidisciplinario. Entre esos 
programas y procedimientos deberían figurar la aprobación de leyes pertinentes, la 
asignación de recursos financieros y el establecimiento de mecanismos nacionales para 
abordar la discriminación y promover la igualdad y el empoderamiento de la mujer.  

15. En particular, esas medidas deben incluir la eliminación de los obstáculos a la 
igualdad de derechos de los hombres y mujeres víctimas de desapariciones forzadas. Los 
Estados no solo deben adoptar medidas de protección, sino también tomar medidas de 
acción afirmativa en todas las esferas para reforzar la participación efectiva y equitativa de 
la mujer en la prevención y la eliminación de las desapariciones forzadas. Esas medidas 
deberían orientarse principalmente a la eliminación de las barreras institucionales que 
impiden a las mujeres víctimas de desapariciones forzadas disfrutar de sus derechos 
humanos plenamente y en las mismas condiciones que los hombres. Por otra parte, las 
medidas también deben incluir la participación igualitaria de los hombres y las mujeres en 
todos los procesos de toma de decisiones y la educación de los ciudadanos —en particular 
los funcionarios públicos— sobre la igualdad de género. Esas medidas deberían asegurar 
también la igualdad en la presentación de denuncias de desapariciones forzadas e impedir 
que las denuncias se traten de manera diferente en función del sexo del denunciante.  

16. Los Estados deben prestar especial atención a los obstáculos que impiden a las 
mujeres víctimas de desapariciones forzadas disfrutar de sus derechos garantizados de la 
misma manera que los hombres. El acceso de las mujeres a sus derechos se ve agravado por 
la falta de conocimientos jurídicos y la falta de servicios concebidos para proteger sus 
derechos, especialmente en las situaciones en que los funcionarios de la policía, el poder 
judicial y otras instituciones que se ocupan de las desapariciones forzadas son 
mayoritariamente hombres. Además, en los casos en que las mujeres se convierten en 
cabeza de familia, las obligaciones familiares constituyen una limitación adicional de su 
acceso a sus derechos, debido al aumento de las cargas familiares y a la reducción 
consiguiente del tiempo de que disponen para ocuparse de todas las demás cuestiones. 

17. Algunos Estados han respondido a las demandas de información sobre sus familiares 
de mujeres y grupos de mujeres declarando fallecidos a todos los desaparecidos. Si bien ese 
tipo de medidas pueden tener algunos efectos legales positivos para las mujeres casadas, 
cuya identidad y cuyos bienes están ligados a sus maridos desaparecidos, también tienen 
otras consecuencias negativas para las mujeres y grupos de mujeres que buscan la verdad. 
Esas medidas socavan los esfuerzos de los familiares, mujeres en su inmensa mayoría, que 
tratan de determinar el paradero de sus parientes desaparecidos. Ese tipo de leyes presentan 
otro obstáculo para los grupos de mujeres, ya que el Estado puede entonces dar por 
resueltos sus problemas. Sin embargo, los procesos y leyes por los que se presume el 
fallecimiento de los desaparecidos, sin realizarse ninguna investigación, tratan de apaciguar 
a los familiares sin ocuparse verdaderamente de sus preocupaciones. Toda medida que 
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obstaculiza la búsqueda de personas desaparecidas por mujeres, sin ofrecer otro curso de 
acción viable, vulnera las obligaciones establecidas en el artículo 3 de la Declaración.  

18. Hasta que se determinen la suerte y el paradero de la persona desaparecida, los 
Estados deberían poner en marcha un mecanismo, como medida temporal, de presunción de 
fallecimiento o, preferiblemente, un certificado de ausencia por desaparición forzada. 
Asimismo, los Estados deberían proporcionar asistencia específica en ese tipo de 
situaciones e impedir que esos procedimientos causen traumas adicionales a las mujeres.  

19. El artículo 4 de la Declaración establece que "todo acto de desaparición forzada será 
considerado, de conformidad con el derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que 
tengan en cuenta su extrema gravedad". Como se ha señalado, el sufrimiento de las mujeres 
afectadas por desapariciones forzadas puede agravarse como consecuencia de actos de 
violencia sexual, embarazos no deseados, los efectos potencialmente destructivos de la 
desaparición forzada en las familias, traumas psicológicos, dificultades económicas y 
obstáculos jurídicos que afectan en particular a las mujeres. Además, las mujeres cuyos 
familiares son objeto de una desaparición forzada pueden encontrarse en una posición 
vulnerable. Cada uno de esos factores puede exacerbar la gravedad del delito de 
desaparición forzada en el contexto específico de las mujeres, y debe tenerse en cuenta al 
sancionar a los autores de esta práctica atroz.  

  Reclusión de mujeres y desaparición forzada 

20. El riguroso cumplimiento de las normas internacionales relativas a la reclusión de 
mujeres es fundamental para la prevención de las desapariciones forzadas. Está 
estrictamente prohibida la reclusión de mujeres en lugares de detención no oficiales o 
secretos. En esas circunstancias, las mujeres podrían sufrir abusos sexuales y de otro tipo. 
Los Estados deberían tener en cuenta las necesidades y realidades específicas de las 
mujeres recluidas al elaborar sus leyes, procedimientos, políticas y planes de acción 
pertinentes.  

21. Los Estados están obligados a velar por que las mujeres privadas de libertad sean 
alojadas en locales separados de los ocupados por los hombres. También tienen la 
obligación de asegurarse de que su vigilancia inmediata esté a cargo de mujeres. 

  Derecho a la verdad 

22. La adopción de una perspectiva de género en relación con el derecho a la verdad 
debería permitir descubrir la forma en que las desapariciones forzadas e involuntarias han 
afectado a las mujeres en los planos individual y colectivo. La obligación de dar pleno 
acceso a la información disponible también exige al Estado adoptar todas las medidas 
pertinentes para que las mujeres tengan los conocimientos necesarios, en particular sobre 
los procedimientos relativos a la forma de solicitar información. 

23. Debería incorporarse un enfoque de género en los debates previos a la institución de 
cualquier proceso de establecimiento de la verdad, incluidas las comisiones de la verdad, 
así como en su funcionamiento y evaluación. En todo proceso de establecimiento de la 
verdad sobre desapariciones forzadas, los Estados deben garantizar que se asigne un 
presupuesto específico al análisis de las cuestiones de género, que existan conocimientos y 
formación adecuados para la aplicación de una perspectiva de género y que en los informes 
sobre los resultados del proceso de establecimiento de la verdad se dé visibilidad a los 
efectos particulares de las desapariciones forzadas sobre las mujeres. 

24. Los Estados deben tener en cuenta el equilibrio de género al nombrar a los 
miembros de las comisiones de la verdad establecidas para investigar desapariciones 
forzadas. El nombramiento de mujeres como miembros y como personal de las comisiones 
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también facilita la investigación de los casos de violencia sexual en el contexto de las 
desapariciones forzadas. 

25. Es preciso asegurar la participación de las mujeres en los procesos de 
establecimiento de la verdad. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que, por lo 
general, las mujeres no hablan de sí mismas y prefieren poner de relieve las historias de sus 
esposos e hijos. Por tanto, se debe tener en cuenta esta circunstancia en los cuestionarios, 
protocolos y guías para las entrevistas. Las entrevistas, las audiencias públicas, el material 
distribuido a la población y a los medios de comunicación y las bases de datos que se 
utilicen en el proceso de establecimiento de la verdad deben incluir una perspectiva de 
género, facilitar la participación de las mujeres y poner de manifiesto su sufrimiento y sus 
problemas. Por último, el análisis de las causas y consecuencias de las desapariciones 
forzadas objeto de investigación debe guiarse por una perspectiva de género. 

  Derecho a un recurso efectivo 

26. Para garantizar el derecho a un recurso jurídico rápido y efectivo es preciso permitir 
el acceso a los medios necesarios para ejercerlo. Habida cuenta de los numerosos 
obstáculos que afrontan las mujeres en este contexto, los Estados deberían adoptar medidas 
adicionales para que las mujeres víctimas de desapariciones forzadas tengan acceso a los 
medios necesarios para ejercer sus derechos.  

27. De conformidad con el artículo 13 de la Declaración, los Estados están obligados a 
investigar de oficio las desapariciones forzadas y a hacerlo con seriedad. Los Estados 
también deberían velar por que las denuncias reciban el mismo tratamiento con 
independencia del sexo del denunciante y por que, cuando corresponda, existan 
procedimientos específicos para las mujeres y se promueva el derecho de los familiares de 
la víctima a la información.  

28. El Grupo de Trabajo observa que la desaparición puede venir acompañada de actos 
de violencia sexual y de género que requieren una atención específica durante la 
investigación. En tales casos debería darse mayor visibilidad y atención al sufrimiento de 
las mujeres. Al igual que en todo caso de violencia contra la mujer, los Estados deberían 
investigar los casos de desapariciones forzadas de mujeres actuando con la debida 
diligencia.  

29. Los Estados deberían formular políticas integrales, coordinadas y dotadas de 
suficientes recursos para garantizar que las mujeres víctimas de desaparición forzada tengan 
pleno acceso a la protección judicial. Ello contribuirá a asegurar la debida prevención, 
investigación, sanción y reparación de los actos de desaparición forzada. A tal efecto, los 
Estados deben reconocer los obstáculos que afrontan las mujeres para acceder a recursos 
judiciales efectivos y adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar esos obstáculos. 
Estas medidas deberían subsanar la desigualdad de acceso de las mujeres a las instituciones 
públicas, incluidas las barreras lingüísticas, económicas y culturales.  

30. Se insta a los Estados a que distribuyan información a toda la población sobre los 
recursos judiciales de que disponen las mujeres víctimas de desaparición forzada y sus 
familiares, teniendo en cuenta la diversidad de la comunidad en materia, por ejemplo, de 
educación, recursos económicos, raza, origen étnico e idioma. También se alienta a los 
Estados a velar por que las mujeres puedan obtener rápidamente información completa y 
precisa, y sean tratadas con respeto cuando soliciten información sobre desapariciones 
forzadas. 

31. Algunos ejemplos de medidas que podrían eliminar las dificultades de acceso que 
experimentan las mujeres son la prestación de servicios de guardería en los tribunales y 
fiscalías; la provisión de un transporte seguro; y el apoyo psicosocial a las mujeres que 
prestan testimonio antes y después de la audiencia, así como en el curso de esta. Los 
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Estados pueden ofrecer apoyo a las asociaciones de mujeres y de otro tipo para que puedan 
trabajar en estrecha colaboración con los tribunales, en particular con objeto de garantizar 
el acceso de las mujeres a los mismos. Los Estados deberían considerar la posibilidad de 
instalar dispositivos en los tribunales a fin de garantizar la confidencialidad (con audiencias 
a puerta cerrada o pantallas de protección cuando sea necesario) y evitar que se estigmatice 
a los testigos. 

  Protección de los testigos y las víctimas 

32. Los Estados deben adoptar medidas de protección adicionales para los testigos y las 
víctimas, teniendo en cuenta que pueden ser víctimas tanto las personas desaparecidas 
como las personas que hayan sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una 
desaparición forzada. Esto es fundamental para la eficacia de las investigaciones y el 
enjuiciamiento de los autores de violaciones de los derechos humanos. En los casos en que 
los testigos sean mujeres, su protección efectiva requiere la adopción de una amplia gama 
de medidas de protección física y apoyo psicosocial para las testigos y las víctimas. El tipo 
de medidas adoptadas dependerá de la gravedad del trauma psicológico y físico sufrido y 
del estigma asociado a los múltiples tipos de abusos que hayan podido tener lugar, incluida 
la violencia de género. Es preciso incorporar una perspectiva de género en los programas de 
protección de testigos para propiciar un entorno seguro en que las testigos se sientan 
alentadas a contar su historia. Esto es necesario para evitar una segunda victimización de 
las mujeres víctimas. 

  Participación de las mujeres 

33. La participación de las mujeres en los procedimientos relacionados con la 
desaparición forzada exige su plena representación en todos los aspectos relativos a la 
desaparición forzada, incluida su participación en los procesos de adopción de decisiones, 
aplicación y evaluación.  

34. Asimismo, los Estados deben garantizar la participación activa de las mujeres en 
todos los procedimientos oficiales sobre casos de mujeres víctimas de desaparición forzada. 
El hecho de que las mujeres tengan menos acceso a la educación y sufran discriminación 
política y económica puede privarlas de acceso a los mecanismos legales y las instituciones 
públicas. Esto demuestra la necesidad de crear espacios públicos para las mujeres, de 
educarlas sobre sus opciones y derechos políticos y de capacitar y concienciar a los 
funcionarios públicos y a los ciudadanos en general sobre los problemas y las necesidades 
de las mujeres víctimas de desapariciones forzadas. Los Estados deberían elaborar o 
reforzar programas para capacitar a todos los funcionarios públicos sobre los derechos de la 
mujer, la igualdad y la no discriminación, y sobre la forma de dar una respuesta adecuada a 
sus reivindicaciones.  

35. El hecho de que su acceso y su exposición a las instituciones públicas sean limitados 
repercute en la forma en que los grupos de mujeres tratan de averiguar la suerte de sus 
familiares. Muchas mujeres que tratan de obtener información se reúnen inicialmente en los 
hospitales, las comisarías de policía o las morgues donde buscan a sus familiares. Cuando 
deciden organizarse y cuestionar al Estado con respecto a la desaparición de sus familiares, 
no siempre tienen acceso a las vías tradicionales de actuación política, por lo que muchos 
grupos de mujeres recurren a protestas públicas. Esto demuestra la necesidad de ayudar a 
las mujeres a acostumbrarse a utilizar las instituciones públicas. Por consiguiente, los 
Estados deberían adoptar medidas legislativas, administrativas, judiciales y de otra índole 
para facilitar las actividades de los particulares y los grupos de base, que a menudo son el 
único canal para que las mujeres marginadas y anteriormente apolíticas participen en el 
proceso político establecido y aporten su perspectiva particular al ámbito tradicional de la 
vida política. 
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36. El Estado debe tomar medidas para prevenir y combatir las represalias, la 
intimidación y las amenazas, así como la estigmatización social de las mujeres por su 
activismo en respuesta a las desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo ha observado 
que muchas mujeres defensoras y activistas de los derechos humanos, así como familiares 
de personas desaparecidas, son a menudo víctimas de violencia y también de desaparición 
forzada.  

  Derecho a la reparación  

37. Si bien el artículo 19 de la Declaración reconoce el derecho de las víctimas de 
desapariciones forzadas y sus familiares a una indemnización, así como su derecho a la 
readaptación, el Grupo de Trabajo cree que ese derecho debe considerarse en el contexto 
más amplio de las reparaciones.  

38. Los programas de reparación deberían utilizar una definición amplia y completa de 
"víctima" y no deberían distinguir entre víctimas directas e indirectas. Esa definición 
completa también debería reconocer como víctimas a los familiares de los desaparecidos, 
ya que soportan formas específicas de sufrimiento como consecuencia directa de la 
desaparición. Al incluir a las mujeres y a los familiares de los desaparecidos como víctimas, 
se reconoce su sufrimiento y se permite que sean plenamente reconocidos, indemnizados y 
rehabilitados como tales, lo que contribuirá a acabar con los estereotipos y eliminar las 
jerarquías de género. 

39. La reparación es especialmente importante para las mujeres víctimas, ya que son a 
menudo víctimas de desaparición forzada y violencia de género. La reparación requiere el 
reconocimiento de los derechos de las mujeres como ciudadanas en pie de igualdad y de los 
daños sufridos por estas, así como una contribución concreta a la recuperación de la 
víctima. El Grupo de Trabajo observa que los programas de reparación que incorporan una 
perspectiva de género contribuyen de manera más eficaz a la rehabilitación de las mujeres. 
Los programas de reparación no solo permiten a las víctimas volver a su situación anterior, 
sino que también pueden transformar la comunidad eliminando las jerarquías de género 
preexistentes.  

40. El derecho a la no repetición requiere que los Estados no solo pongan remedio a los 
casos existentes de desapariciones forzadas, sino que adopten medidas para eliminar las 
circunstancias que permitieron que la desaparición ocurriera y que podrían permitir que 
volvieran a producirse hechos similares en el futuro. Esto es esencial, no solo para proteger 
la seguridad de las víctimas en el futuro, sino también para evitar que más personas, y en 
particular mujeres, se conviertan en víctimas. Especialmente en las sociedades en que la 
violencia contra la mujer, en general, y las desapariciones forzadas, en particular, están 
profundamente arraigadas en la desigualdad, es necesario que los Estados adopten medidas 
para superar esas disparidades como medida de prevención.  

41. Las reparaciones simbólicas son componentes fundamentales de un programa 
integral de reparaciones. Pueden consistir en días de conmemoración, museos y parques, 
reinhumaciones y rituales, disculpas individuales y colectivas, placas, lápidas y 
monumentos, así como en cualquier otra medida apropiada. Las reparaciones simbólicas 
contribuyen a la rehabilitación psicológica y emocional de las víctimas y son esenciales por 
su dimensión colectiva y su repercusión en la sociedad en su conjunto.  

42. Las reparaciones simbólicas añaden una dimensión de género a la opinión y el 
recuerdo que se tiene de las mujeres. En particular, deberían eliminar los estereotipos y no 
reforzarlos. Por ejemplo, los monumentos no solo deberían mostrar a las mujeres como 
cuidadoras o víctimas, sino poner de relieve el papel de las mujeres a la vanguardia de la 
lucha contra las desapariciones forzadas.  
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43. Los Estados deberían hacer frente a las barreras lingüísticas y de alfabetización que 
menoscaban la capacidad de las mujeres para acceder a las reparaciones. También deberían 
abordar los obstáculos que dificultan el acceso de las mujeres a las reparaciones por falta de 
conocimientos, transporte, documentación o capacidad financiera.  

44. Las mujeres familiares de víctimas, en particular las que pasan a ser cabeza de 
familia debido a una desaparición forzada, tienen necesidades materiales, financieras, 
psicológicas y jurídicas específicas. Las instituciones gubernamentales competentes deben 
ofrecerles servicios adecuados de asesoramiento, rehabilitación y apoyo, asistencia e 
información.  

  Formación y sensibilización  

45. De conformidad con las obligaciones que les incumben en virtud del artículo 6 de la 
Declaración, los Estados deben impartir formación a los agentes encargados de hacer 
cumplir la ley sobre las cuestiones relacionadas con las desapariciones. Esta formación 
debería incluir educación sobre las consecuencias de las desapariciones forzadas para las 
mujeres, entre otras cosas en lo que respecta a la violencia sexual y a las medidas que 
deberían adoptarse para prevenirla y combatirla. Además, los agentes deberían estar 
capacitados para reconocer el estigma social asociado a la comunicación de la mujer con el 
Estado, en los casos en que exista dicho estigma. También se les deberían enseñar técnicas 
para tratar a las mujeres familiares de personas desaparecidas a fin de superar los 
obstáculos que puedan encontrar en sus relaciones con el Estado. Esa formación debería 
incluir programas destinados a modificar las actitudes estereotipadas con respecto al papel 
y la condición del hombre y la mujer. 

46. Los funcionarios públicos deben conocer los derechos de las mujeres, identificar los 
casos de violencia de género y reconocer los efectos diferenciados de las desapariciones 
forzadas en las mujeres. A fin de dar cumplimiento efectivo a la Declaración desde una 
perspectiva de género, es esencial impartir una formación sobre las cuestiones de género a 
los funcionarios judiciales y los agentes encargados de hacer cumplir la ley, incluidos, entre 
otros, los fiscales, los agentes de policía, los jueces, los abogados de oficio, el personal 
administrativo y los profesionales forenses, así como otros funcionarios públicos dedicados 
a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de los casos de desapariciones 
forzadas.  

47. La publicación y difusión de la presente observación general formarán parte 
integrante de las políticas destinadas a mejorar la situación de las mujeres víctimas de 
desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo alienta a todos los actores pertinentes a que 
publiquen y difundan la presente observación general.  

    

 

 


